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REPÚBLICA DE PANAMÁ

TRIBUNAL ADMINISTRAT¡VO DE CONTRATAC¡ONES PÚBLI

RECURSO DE APELACIÓN

q!

hCIONES

EXPED¡ENTE No.

RECURRENTE:

168-2022

SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A.

ACTO RECURRIDO: Resolución N' ETE-GG-05-2022 de 14 de julio de 2022,
proferida por la EMPRESA DE TRANSMISIÓN
ELECTRíCA, S.A. mediante la cual se resuelve
administrativamente la Orden de Compra N'41544.

Magistrado Ponente: MARTíN WILSON CHEN

RESOLUC¡Ótrl trlo.ot -2o23tTACP de 03 de enero de 2023 (Decisión).

CONSIDERANDO:

Que Ia Ley 22 de 27 de junio de 2006, modificada por la Ley 153 de 2020,

regula la Contratación Pública en Panamá y en su artículo 75 advierte que a los

procedimientos de selección de contratistas perfeccionados se le aplicará la norma

vigente al inicio de estos.

Que la misma excerta legal, modificada por la Ley 61 de 2017, en su artículo

136, crea el Tribunal Administrativo de Contrataciones Públicas como ente independiente

e imparcial, con jurisdicción en todo el territorio de la República, el cual tiene

competencia privativa para conocer en única instancia, entre otros temas, el Recurso de

Apelación contra la resolución administrativa del contrato y la inhabilitación del

contratista.

Que la contratación objeto de recurso de apelación, se llevó a cabo sobre la

base del literal D del numeral Vl del Reglamento Especial de Contratación de la empresa

ETESA adoptada mediante el Decreto Número 22 del 19 de marzo de 2020, ordenado

por la Contraloría General de la República, cual autoriza a la Empresa de Transmisión

Eléctrica, S.A. para contratar siempre que el monto sea inferior a un (1) millón de balboas

en Servicios, lnsumos, Mantenimiento, Poda, Saneamiento, Desinfección, Fumigación,

Equipos y Repuestos, necesarios para mantener el servicio Público de Transmisión de

energía, en atención a lo establecido en el artículo 347 de la Ley 1 10 de 12 de noviembre

de 2019; vigentes al momento del inicio del acto presente acto público.

Que el apartado XIV del Decreto 22 de 2020 señala que ETESA para el

procedimiento de resolución administrativa, actuará conforme al Texto Único de la Ley 22

de 2006, ordenado por la Ley 61 de 2017, reglamentado a través del Decreto Ejecutivo

40 de 2018. De igual manera, de conformidad a la Ley 38 de 2000.
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EXPEDIENTE N" I68.2022
RESOLUCTÓN N'Ol-2O23iTACP de 03 de enero de2023. (Decisión).

I. ANTECEDENTES.
TI.F

Que el Estado, debidamente representado para este Acto por la EM DE

TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A., llevó a cabo el procedimiento de Selección de

Contratista con base en la normativa vigente al momento de la convocatoria, esto es,

Ley 110 de 12 de noviembre de 2019 para el "SUMINISTRO DE HERRAMIENTAS

PARA PERSONAL DE LíNEAS Y SUBESTACIONES DE LA ZONA REGIONAL 2

COCLÉ - VERAGUAS", cual se adjudicó a SAFETY SERVICES & EQUIPMENT S.A.,

tal como se desprende del cuadro de adjudicación visible de folios 2Bg a 290, en la

cual se indica:

"... Adiudicación:

Se adjudica a la Empresa SAFETY SERVICES &

EQU¡PMENT, S.A. la cual cumplió con las

condiciones especiales y el requisito de selección

contenido en los términos de referencia...".

Que la EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A., a través de la investidura de

sus autoridades correspondientes, suscribió la orden de compra N"41544, con la

descripción del objeto contractual consistente en el suministro de herramientas para

personal de líneas y subestaciones de la Zona Regional 2 de Coclé- Veraguas,

contentiva de 21 páginas, refrendada por la Contraloría General de la República el día

2 de julio de 2O21. (ver folios 414 a 444 del expediente administrativo)

Que la entidad contratante, a través de Resolución N"ETE-GG-05-2022 de 14 de julio

de 2022, decidió resolver administrativamente la Orden de Compra N"41544 expedida

a favor de SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A., por la suma de Bl.

254,635.39. (Folios 493 a 494 del expediente administrativo)

Esta resolución fue notificada personalmente a JAVIER SÁNCHEZ, quien funge como

Representante Legal de la empresa SAFEry SERVICES AND EQUIPMENT, S.A. el

día 29 de julio de 2022. (Folio 494 del expediente administrativo)

II. ANUNCIO DEL RECURSO DE APELACIÓN

Según se desprende de la Resolución N'ETE-GG-05-2022 de 14 de julio de 2022, por

medio de la cual se resolvió administrativamente Ia Orden de Compra N"41544,

específicamente a folio 494 se tiene sello de notificación det señor JAVIER SÁNCHEZ,

representante legal de SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A.

Posteriormente, según se desprende del portal electrónico de "panamacompra", en la

sección de "notificaciones administrativas", se cuenta con la publicación del escrito de

anuncio de recurso, en conjunto con la sustentación respectiva, los cuales tienen

como fecha de recibido en la secretaría del Tribunal, el 09 de agosto del año que

cursa (Fojas 04 a 07 del expediente TACP).
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EXPEDIENTE NO 168-2022
RESOLUCIÓN N'01-2023/TACP de 03 de enero de 2023. (Decisión).

fecha
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*
Derripción

UNACHI-R€sultado de estud¡o de mercado para a¡r€ acond¡c¡onado de r¿8,000 BTU.

Autor¡dad Aeronáuüca C¡vil- Resultado del e§ud¡o de m€rcado soporte y mantenimiento de la ptataforma

gDl-Autoridad Aeronáut¡ca Civil-Póra ta instal¿c¡óq puesla en m¿rcba y cert¡[ación de sn DVOR/DMI.

Anuocio, poder y Sustentación de Apelacién 5ÁftIY SERVTCES vs FIESA txpJ68-202¿

SDFAutoridad A€ronáutica Civil-Pan ta contrat¡c¡ón amptiáción y mejoras a tas oñcinas de operaciones.

'(

Ia

r¿cro¡.8

cc12.0&2022

'r¿0&2022

12.0a"2022

12.0E.2022

11-Oa:O22

ñ.oarot2

11.08.2022

1o,o82022

10.08¿02

10.08.2022

'ro.o8¿o22

10.0420¿

ú.oa:o22

09.08.2022

09.o8r022

09.o&2022

Presidencia- Resuttado det estudio de mercado adquisición de unifcrmes regulares.

5Dl-Prosidencia-Füra ta adquisición de piezas para radios de comunicación,

CÉrtific¿c¡ón de lntorposiciónde Rxursode Apetariéñ de SAFEWSISVICESVS ETtSe 

-

Certifieción de loterposic;én de Recurso de Apetac¡ó¡ de SAfETY SEH¡/tCES Vs fltsA

sDl UltACHl- trdra et proyecto Suscripción Trianuat de tas ptaraform.s de B¡btioter¿s V¡rtu¿tes

SDl"PAtl0tPORT€s- Para la adquisición de imptementación de una veota¡i[a de tramitología distat.

SDFMetro de P¿namá- Par¿ el servicio de manténimi€ño prevent¡vo, correctivú, predictivo y slético.

501- lrelro de Fantmá- Pan servitios de manten¡miento prevenüvo y correctiro det sistema de energia de la linea l.

BDA-Resultado de 6studio de m€rcado para el aprovisionamiento de infraaslructura como wroicio.

S0l-HST-kra adquisición de insumo médico-

SDI-SilV-Para el serv¡cio de actual¡¿ucián y meioras del sistema etectrén¡co de rcmisión.

El licenciado RICARDO SOLíS SALGADO, actuando en representación de la empresa

SAFETY SERVICES AND EQUIPMENT, S.A., adjuntó al libelo de su Recurso, el

escrito de Anuncio del Recurso de Apelación en contra de la Resolución N'ETE-GG-

O5-2O22 de 14 de julio de 2022, por la cual se resuelve administrativamente la orden

de Compra N"41544 presentado ante la EMPRESA DE TRANSM|S|ÓN ELÉCTRICA,

S.A. el 04 de agosto de 2022 ala 1:46 p.m.

ANU}{CTODE
Itf, cu ll§o D[: Ar[LActo¡i

Cod.

RLcOLUCION No.ETf,.G{;-07.1ü12
Ih l{ dc Julio dr 10lt taitidr por [MPR["§A t]F"

TRAit§Irll§I0l{ nLr.(InICA §.4.

HONORÁELÉ G§Re\aTE cENEni\[ 0[ LA SMPRC§A I]E TRA!{§Ml§lOf$
ELICTRIC,§. A.,E,S.D.

Q¡cn su¡cribq J¡vicr §&rcl¡te, vaaon, ¡xnmdlq mryur dr drd, oorr nr¡nuo de idcntid¡d
pcraon¡l 9-709.184f, C<'mcrcigfltq oficin¡r cn cl Dirtrito de Pmarü Corrcgirnicnto dr
B,clla visa ! acnl¡ndo sn mi condición dc Rcprcsrmtrnte togÁl ds k enrFreo §A§mY
§ERVICE§ AND EQUIPMEN?, in¡crirr m el rgiSm ¡rühlior eun f¡st¡¡ t14959,
doq¡mcnls 1679él§; m do,r¡icilfu ca Bclla Vistal tdá&m +§07 632?5t25 y como
clccuú¡rico jr^rx@outhok.oom; fúl crtc mdio coficurro * ru dig¡o d{rprcho ¡ fin dc
ANUNCIAR EL BECUR§O DE AFEIACION coour ls f,rsolr¡üiór¡ No.ETE{6ST-3{82
dc l{ dc Jutio dc 20?2 por lr cu¡l rc Rcsuülvc Adminisrrrivrrcnte la Ordor dc Comprr
No.{15t4 !úa *SUM,NISTRO§ DE HEREAMIENTA§ PARA EL ¡ERSONAL DE
LINEA§ Y §I.]BESTAC¡ONI§ DE LA ZONA R§GIO¡IAT I PANAMA - COLON"
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N/s r,EXPEDIENTE NO 168-2022
RESOLUCIÓN N"O1-2023|TACP de 03 de enero de2023. (Decisión).

Que, conforme apartado XIV del Decreto 22 de 2020 se establece que,

proced¡miento de resolución administrativa objeto de estudio, actuará

Texto Único de la Ley 22 de 2006, ordenado por la Ley Oi de 2017, reg

través del Decreto Ejecutivo 40 de 2018.

xtv. cAlrsff-es DE ñEgoltircxrl{ ADms¡TRÁfir

cüno causahe da rc¡ol¡dón ¡úniúdr¡l¡ua dd oontrto u ordm dr co¡rp¡a.
.drna¡ de h q.F r trngrr por oonvrnlcliloa próiár rt d mrdrrio, üüc.&t
llgunr l** rlgu{onüre:

. E¡ hcumdlyfento dc lr. dóurubr Fffidar,
¡ l"r mr¡rb # €nlrühlÉ' fir loo Gssos dr qr üüa prodl¡rr h odhdür (bl

corhrto conlorrns a hr rngb *| Cddtgo eftÉ, al no es hf, pudds srs
p¡odt cmlÍnurr cq¡ h¡ smror¡s dd cüfett" c¡¡ando st uta porrma
rEtÍrl.

r t¡ dedarffirh firfi.lirl dr ti¡rdrhc*rr üt ffiílet*tá_
r L¡ lrc+rdd¡d lFha pem¡nemo tlol odlü¡ürb, oarüficrü por.náüco

¡dóneo, q¡e lo lrpoúfh h m¡fir¡iin de |a oüñ, el fuera panon núnrl.
. [.a dhol¡clún dá* üdrrüüL" crqndo ¡r hat; rh pcrcone prfrlbn, o d6 ehi.¡fla

rh lae eodaffi¡ $r eftgr|n un ooororuooMedón aeidentrl. srhro

réCltü tfpr(na * (ñtr¡t¡oútñ
rhadl
Ht ¡¡

quc b¡ drná! núeñüro¡ tbl sr8orcb o rechc{ür grcdrr orf"rf el
corüeio.

I El lufiSlr{iüo de hs E*edfcactmcÉ Táühúá Dor parts dÉ EL
COI.ITRATISTA.

r Le¡ tocronG d6 EL oo¡lrRATlsrA. q¡a [errdsn ¡ ffiyrrtua, al*io rhl
Coñtr¡tn

. l{o d¡pcpr dd pcraood nl fbl GqrJpo con mtqH y c+Éddd nmsadi
pa¡a efx{u¡rsühcloftmnta loc lr$.ir dcflfDdÉl perfodo fifido.

r L't rtnrncie ¡ a¡mps cgr lt¡ ir¡di¡rdorg o tgdür hr ódrno¡
dcooamchü lr ato*lrd de ETE§{

o Deryuócdr húcr¡a oiolFdo üsü {g} próísgü m b ulgrmdr dcl osrffio
prcrr,narq r|tpr¡trblcr eldualÍsneils rl mnffish. ETESA podrá lÉfot\lgr
¡ür|ilkstirsrate C omtnlo,

ttE§A para al pmodhirnio dc n¡ol¡ddn aünBts¡üvr¡ !ñh¡rrl oor*orn¡c d
T$rb Úrfco (tÉ h Lsy 2? da Ano, ordxraü nor la L*y 6t do Ast¿ ,€dffirrdsdo
¡ firrlts d¡l Occr¡io Slror¡§t¡§.O ü A0l&, Oc ig¡¡rl mrrtrr. de oot*onnlüad a h
tÉy 38 dr 20G}.

:.)

*
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I
En ese sentido, tenemos que determinar, cuál era la normativa vigente de !a Ley 22 de

2006, para la fecha en que se d¡o inicio al acto de selección de contratista de marras,

que dio como resultado la orden de Compra N"41544 a favor de SAFETY SERVICES

AND EQUIPMENT, S.A. y en ese sentido, observamos que, a la fecha de 17 de junio

de 2020, cuando se confeccionó el Memorando ETE-DOM-070-2020, por medio del

cual se solicitaba la autorización pa¡a la contratac¡ón del "SUMINISTRO DE

HERRAMIENTAS PARA PERSONAL DE LíNEAS Y SUBESTACIONES DE LA ZONA

REGIONAL 2 COCLÉ-VEnAOUAS, se encontraba vigente el texto único de la Ley 22

de 27 de junio de 2006 ordenado por Ia Ley N'61 de 2017 y el Decreto Ejecutivo N"40

de 2018 que la reglamenta.
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EXPEDIENTE NO 168-2022
RESOLUCIÓN N"O1-2023|TACP de 03 de enero de2023. (Decisión).

Así las cosas, la normativa aplicable al mecanismo de notificación

resoluciones, actos administrativos y comunicaciones que em¡tan

contratantes, es el establecido en el artículo 145 de la ley citada, cual se

¡DMlry7-.9i

r'^

Arthuh l{§. }**ifiuión. Todr¡ l¡¡ crheioner dat& rts rdnininuiw y

comunimiqnc¡ qut mlur lr¡ mtiHr¡ c{xrtsrt!ñtqt dcntm &l ¡m0t!0 dc *lcceifu dt

cmtrntin* y m ln cj*uckh &t ffimüt$, rC mr*a la qut dict* d Tdbmd Aüniniruuirro

dc Contruuiorxr Prlblic¡* lc prblicr& cn :l §irtam Ekctúriw & Csnmic¡ft:r

ftüblitr"F¡mmComprt".

l*imi$rs, h mshxio¡t¡ qm smit¡ b tlimti& üm'd ft Codr¡trc¡ffi§

Públkt§ rrtpurdo o mhzrndo l¡ mlicitr¡d dt [egirtm dc Pnrynts*cf rd como lu qut

cmi¡¡n i¡* in*inria¡rr dd E*slo ordaro¡rdo l¡ tú¡üililui&r dc m co¡mig¡, dcbff&

prblimrs* ar el §hrm¡ Eletrúnicn & Con¡axiolx Füilicu'hnamEftrnpr'.

Tr$ffirridu d06 dlas lÉb¡hr dcrytttt * quc lt stüd¡d eonrmrm heyr

prbltmlo at d §i¡tcmr Eh*üú! & Coarstirnc¡ PtiUic¡¡ "ft¡ptlComFr", lu

rcrlwkxt¡, elcr¡¡&o dc ootiaimc¡ dr cmpn¡ rlmtcl o lm m¡ ¡dminismiroa

nurixuúa+ m crtÉ ¡nls¡lo * rluh pm mtificrdm y cl intm&, ¡i r em¡i&n

úgrsido mr dicl¡e dccki& @¿ ¡r{frpo{Er d acrmu ft imp¡gtsciün qut urtlt*
r§trky.

Er sülisclh & ha popocoLc t¡E{n¡are infmmdóü dG {0dü¡ lr i¡xifotis

que * d«r w log procam da ¡drcetin & rnrüütitti m lu q¡dc* plticip y, WN dt§,

&tr wifxsr con fncrmci¡ cn cl §i¡rmu Ekrürico d0 ery*rüx¡om¡ Pübliw

'P¡¡wrtfoí¡fcr" todo¡ ls¡ ¡mmi»y¡odfhrck rimr mpoot lüiBtüi públhor-

En tu fuec nndl¡ dordc m exi¡u h pc¡h¡l¡dtd de üssrdür ül §ilkrir §lfftlúni'ro

& Conuslsiffio Püüliu¡'Pnrursüuqxt", Iu nod§nciorr * §r tm cilc utfculo

§t¡r pr¡blield$ cn cl nblcro # h didod por d lfuirlm dl dol d¡ü t*tikt.

III. DESCRIPCIÓN DEL ACTO APELADO:

El acto atacado a través del Recurso de Apelación lo constituye la Resolución N'ETE-

GG-05-2022 de 14 de julio de 2022, por la cual se resuelve administrativamente la

orden de Compra N'41544 para "Suministro de herramientas para el personal de

líneas y subestaciones de la Zona Regional 2 Coclé- Veraguas", proferida por la
EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A., y por la que se inhabititó por et

término de un (1) año a la empresa contratista. (Folios 493 y 494 del expediente

administrativo)

La Resolución bajo examen sustenta en lo medular lo siguiente:

Que el día 2 de julio de 2021 fue refrendada por la Contraloría

General de la República, la Orden de Compra N"41544, para el
.PARA SUMINISTROS DE HERRAMIENTAS PARA EL

PERSONALDE LÍNEAS Y SUBESTACIONES DE LA ZONA

REGIONAL 2 COCLÉ-VERAGUAS".

Que ETESA mediante nota N'ETE-DOM-047-2021 de 6 de julio

de 2021, emitió Orden de Proceder, indicándole al Contratista

/.,
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EXPEDIENTE NO 168.2022
RESOLUCIÓN N'Ol-2023/TACP de 03 de enero de2023. (Decisión).

que el dia 12 de julio de 2021 empezaría a correr el término de

entrega.

Que la referida Orden de Compra tenía un plazo de entrega de

90 días calendarios, contados a partir del 12 de julio de 2021 el

cual venció el día 10 de octubre de 2021. No obstante, el

Contratista solicitó una extensión de plazo de 80 dÍas

calendarios el día 14 de marzo de 2022, es decir 155 días

después del vencimiento de ésta.

Que ETESA consideró no otorgar la prórroga debido a que la

solicitud fue presentada con posterioridad al vencimiento de la

Orden de Compra, aunado a que no se presentaron elementos

de convicción que demostrasen que el retraso no le era

imputable al Contratista.

Que el incumplimiento antes descrito constituye causal de

resolución administrativa de la Orden de Compra, tal como lo

establece el numeral I del artículo 126 delTexto Único de la Ley

22 de 27 de junio de 2006, que regula la Contratación Pública,

ordenado por la Ley 61 de 2017.

QUE IA EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A.

(ETESA) inició el trámite conducente a la Resolución

Administrativa de la Orden de Compra N"41544, 'PARA

SUMINISTROS DE HERRAMIENTAS PARA EL PERSONALDE

LíNEAS Y SUBESTACIONES DE LA ZONA REGIONAL 2

COCLÉ-VERAGUAS", mediante la nota ETE-GG-180-2022 de

fecha 17 de junio de 2022, enviada al domicilio provisto por el

Contratista y a la empresa afianzadora.

Que el Contratista presentó sus descargos a la nota indicada en

el considerando anterior, mediante nota de fecha 23 de junio de

2022, recibida en nuestras oficinas el día 27 de junio del

presente.

QUC IA EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA S.A.

(ETESA), luego de valorar lo indicado por el Contratista,

considera no existen sustentos para el incumplimiento del

Contratista, por lo que ha decidido continuar con la Resolución

de la Orden de Compra mencionada...". (sic)

El día 9 de agosto de los corrientes, a las 3:09 p.m. el RICARDO SOLíS SALGADO,

actuando en nombre y representación de la empresa SAFEry SERVICES AND

EQUIPIvIENT, S.A. presentó ante los estrados del Tribunal, sustentación de recurso de

ape¡ación en contra de la Resolución N'ETE-GG-05-2022 de 14 de julio de 2022, por

uL
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C/oNF-S/4

IVvA 7g r.¡l.\

Á-'

*

IV. PRESENTACIÓN DE DESCARGOS Y SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE

APELACIÓN.

x.r'.



EXPEDIENTE NO 168.2022
RESOLUCIÓN N'01-2023/TACP de 03 de enero de2023. (Decisión).

medio de la cual la entidad declaró resolver administrativamente la

41544 e inhabilitó por el término de un (1) año a la referida em

sustentación visible de folios 06 a 07 del Expediente del rribunal).

¡DMltyT§ s'

o

*

¡ r)\
En lo medular del libelo de recurso de apelación, el |icenciado SoLís
siguiente:

lm§tl(l§ fUHD,C"HÉNTAL§§ *F¡ QUE S§ §A§A L{" PETICIOHr

PHJMf,n(}¡ Qu* l* cmpr*to §AF§TY §HRVIC§§ Al'§* EQUIPMHTIT sr h¡ msntsüido en úo$§rsntg
oomunicación colr lE §MPRf,§A D§ TRAN§]lnSfCIIr EI".ECTRICA, §"4." exponienda las mxoncg no
intpuUbl*r aI pro,vucrlor, pra ol alram cn le sütr§gü dc lus hsrr*mi*nta*"

[rEüU]iSü¡ Q** lr Res§,luciún I'¡o.ETE-GG-0?-?ü23 de t4 dr Julis & Aü2] afirma qu* §AFtiTY
SHR\¡IC§§ A!'§CI EqUtfM§§'{T m ¡rtuattó la cf idarsia que ju*tiliquc [a terstrs prorro'§n. E*tn
t{irm*sidn no xr ciñe a }a rctuadt" tal y cemn ¡n¡pbon les ootls prts*nwdss por *l &brie**re donde
rrffrla Irc k*hrs dc dirpoei*ión del inrcnhrio.

TERftftül Oet §Ar§rrY §üRvlC§§. AND EQUTPMEHT *olici¡u h pmrrogl ca tianpo opo*um y.
mediante múltip{ar ffrrsffi Elmtr$nieas *e x*lieits di.cha prwroga pc¡s sI mfonits del cr¡do¡o r I¡ fim¿n
& cumptimicnle, sicndo ignoradns lns mrlltiptrr* §&lieittsle§"

CUAHTft Quc §AFETY §ERVICSS AHI) EQUÍFMñNT ha rnantenido loe snales d¿; mnnrsicasión
oon h EMPRHSA nE TRA¡{SMI§IüN ELHCTfi,¡CA. §" 4". iafixms¡do aobrc ln,*iturcién drt r«ra*o y
l!§ cá*¡sfls sñ¡stÉñladss p<rr et fabricante, rrctlwda por los efcttos de l¿ psndernia dc Covid-l§.

QUINTO: Quc rffismx¡"§ tr¡ hwna dirsasición de la §MFRE§A DE TRAH§MI§I§N §LSCTRICA.
§, 4.. ¡rara oonsid€ür §t0,* ütrás0*! no imputable* al pmvendor.

SHXTOT Qle §A'FliTY §EIfVlC&§ A,NI) FQuIPid§HT §6ei en po*ición de lrecer mtrega toral & lss
lrcrrami*rtx ¡¡olivo dc c¡ta cil*rrtaci&r a F¡rtir tlel lunss B rle agw de 3ü3t, tnds v*z que di*hae
herramients ya re eñürentren trr ln Repúblicads flan¡¡n{

§EPTtrM0: Qu* en lr pnrtu rcs¡lutivs dr ls Rsrslusién N*,HTE{'G-0?.2ü}: dc 14 qls Juliq rlq 30?}, la
fMfeE§A DE TRlrl'¡§MISIü!( §L§eTff.ItA nr¡uutvr: "I{PTISICAR !s fi¡ s¡ et

E§ft$I*Fl§§rFlqi*c {r"f,qnr üsS ínrl Ic}
zubrayado m nuc*tr<f.

Off.&Yü: Que Ia Bcmlucid,¡r No.ETE4§{}7-2(E3 de 14 dc Jdft¡ rfr 2OXI rro hn ¡ido ¡mtilicod¡ m et
Fortsl dc'Panarudampno ¡l di¡ d* la ¡xexeotmiÉn dr cxlo apetueii*n, tal y wmo to onilcnr k ¡rrryio
Rerolucián I'io"tTE4ü4?-3S32. esta *itudón irnpide c*mplir coa ts¡ plun* cvtablecides efl ta
tc¿islasián par* i¡ prrscütssiún de rpclrrión *ntc sutoridaal §smpctr.§tr.

flüV§NO; Que el Articllo l! de h lcy ?2 de 30üá ordsnnd¡ pn la lcy I53 de S ds ruo¡'o de 20üü se
mfise al trincipia d d*idn proee*o nl tstrhl.§ri*n

tnii"ulo 32. fn'ae$Ie ckl debtdo poe*r*. Iods¡ l¡¡rpc¡uo¡*¿r drrcn r&rc{.'}§¡ a
qu* w las brítden I*r gwanrf*r crnukJes aeadfunrss d errsurflr ua r¿suüodn

,¡'ruroy e6«ilornrr er Jo* prace.drüqicr¡{¿u da .seJr"reJ+ix & corrrntíshr y. er ias

Pügin* l ii* 1

r&mcir erqper d* Ir rp¡r$r*¡togíéa lryütlo,rr. a rar o&ár.r ¡ laorcrr,slcr ¡r,¡r drrc¡.:lm¡
¡¡a¡e f€ ¡nildorf rarrrardnara, Ia llir*ccM¡r Gr¡:¡r¡¡l¿Ie fo,uf¡..maricne¡ fiiliiear¡ rf
Íriá*¡rcl.ddarfni¡f¡.afj tw de üentff ¡ sr,loxex f¡ltü*¡m.
I*s poráwcras pwa la aplicaet§n d* *e principro.mn for slguierrrrs:

tr" lrrr¡*n'Í/¿rra¡p*üIicn* oó**rvrr&r /ar r*gl*r drldeüfdn¡rl,sr€r* elr ¡odn¡ /as
rropu* delproc*dimlrnrn & ls sfrürarncirin públ ix* ¡ dwarxe /c g¡rruritln
&J cn¿¡rrr¿ áff¡s slr Ílqr&Corfd+r

DECIil(}: Qrc k Ec¡olucids Ne.E?E-6ü"§?-fi)22 de l{ de .tutio dc 1S2} no euurple ü}n {*r8
c*igurcin por lo quc * rufrun *l dcrrc}n d* §*{SCTY S§R,VICE§ AHD EQUIP*ÍH)¡T

(El resaltado es nuestro)

Finalizó solicitando, se ordene a la EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, retirar

la inhabilitación de la empresa SAFETY AND EQUIPMENT en el portal de compras

gubernamentales y se permita la entrega de los equipos.

El día 17 de agosto de 2022 la EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S.A.,

mediante Nota ETE-DAL-094-2022 de 15 de agosto de los corrientes, remitió
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expediente administrativo de la Orden de Compra N'41544 que consta de

con 494 fojas.

Ese mismo día, a las 3:56 p.m. la Secretaria General remitió al

Tñbrrrd ñf,drritüi¡üe§
üCot{tsekrror ffi¡

I S.(¡.aad. Gmof* r0

o

*
q,

*

,CNE3
Magistrado Sustanciador, el expediente N'168-2022, contentivo del presente proceso

de apelación, cuyo recibido se observa de la diligencia de entrega del expediente (folio

036).

El recurrente adjuntó como pruebas los siguientes documentos:

Arljunro /
ccrtificado& Regis¡ü Pubt¡/Cr) t"t' ./
Original dd *nu¡ñio de Apelsción, OetiOameorytrado por Ia anridaüV
Copiu *imple úc la W*r¡ do Ccrrpro F{o.4l 5§¡l t
Copie de la rcmlgpiún ETE-O447-IS22, re¡nrcado el fi¡ndamento de dersd¡s equivocado y la parte de
Ia nr¡tificación../
Cr¡pis simpls dc soilsos rlcl f*bricar$t prescntndls l lu Emprusa de Tranrmisión Bstrica /c.r) t"Snt 

'
Copia simplc dc wrws clcctmnioos con solicitr¡d de prrórmg- *¡ D 3,r lpr!r'- § -
Cupia $mph du f*cturn dE udum* y sofllpra ds lru hcnr¡nimüfi$.
Cs{ruln tlel §.qrrscntrn¡c Lcsül */ C,) *.,fñ .

Cup¡d, ;t b ¡,,,i tl--¡t-il¡{ri¿ \ti.LL fr'r*f . gUpieL Utfr {-Ést-JSsz tol'"{L r-r"1- P
orrg,.J il ¡rL unF*l* t a* o|üá>. ¿ tñ"t {

8L
'roB&§3iltltctá:

R{arrrrk

Psr*rú
t;f*tÁ

ól ¡e¡oC ) '
Frnm

,j, ¡

V. ANÁLISIS DELIBERATIVO DEL

CONTRATACION ES PÚBUCAS :

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE

Que en cumplimiento de los trámites procesales generados para la solución de la
presente litis, se procede a un examen de las constancias procesales y los

argumentos exteriorizados por las partes, por lo que, el Pleno del Tribunal debe

verificar la conformidad del Acto Apelado con el ordenamiento jurídico aplicable,

haciendo referencia a los aspectos más relevantes contenidos en el expediente, no sin

antes entrar a verificar que se haya cumplido con el ordenamiento jurídico aplicable al

caso concreto que nos ocupa, respetando las garantías procesales y atendiendo el

debido proceso:

A. PRESUPUESTOS FORMALES: dentro de los cuales se desprenden:

1. La oportunidad procesal para recurr¡r y garantía del debido

proceso.

En primer lugar, se observa a folios 493 a 494 del expediente administrativo que la

Resolución objeto de recurso (Resolución N"ETE-GG-O5-2O22 de 14 de julio de 2022)

)iV,¡
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tiene sello de notificación personal del cual se observa que JAVIER

representante legal de la empresa contratista, se notificó el día 2g de

corrientes y con su puño y letra anunció recurso de Apelación.

Posteriormente y tal como se ha hecho constar en los antecedentes de la

resolución, el día 4 de agosto de 2022, JAVIER SÁN CHEZ anunció por escrito recurso

de apelación, recibido por la entidad a la 1:46 pm, y luego e! 9 de agosto otorgó poder

a RICARDO SOLíS SALGADO a fin de que sustentara el mismo; lo cual hizo mediante

libelo de sustentación ante la secretaría de este Tribunal, visible de folios 04 a 0g del

expediente del TACP. Documentación que le fue recibida en la secretaría del Tribunal

Administrativo de Contrataciones Públicas, en razón de que al accionante le asisten

derechos generados del principio de Tutela Administrativa efectiva, en atención a que

la falta de publicación de los documentos que activan la fase de resolución

administrativa del contrato, es un hecho que no le es imputable al contratista.

La tutela administrativa efectiva tiene entre sus presupuestos el derecho a acceder al

procedimiento administrativo, a ser escuchado y a recibir una respuesta oportuna de

los órganos y entes públicos, quienes deben motivar sus decisiones. De igual forma,

comprende el derecho a recurrir las actuaciones administrativas y a que se ejecuten

las decisiones y actos de la administración.

Al respecto, este Tribunal se ha hecho eco de lo que advierte la doctrina, en particular

lo indicado por el tratadista Joan Pico Junoy, citado por nuestra Honorable Corte

Suprema de Justicia en Pleno, dentro de la Sentencia por Acción de Amparo de

garantías N"998-08 de 31 de mayo de 2010, bajo la ponencia del magistrado Harley J.

Mitchell D., que a continuación transcribimos:

El derecho a la tutela efectiva según Joan Picó
Junoy, tiene, igualmente, un contenido complejo que
incluye los siguientes aspectos: el derecho de acceso
la jurisdicción, el derecho a obtener una sentencia
fundada en derecho congruente, el derecho a la
efectividad de las resoluciones judiciales y el derecho
al recurso legalmente previsto. (PICO JUNOY, Joan;
Las Garantías Constitucionales del Proceso, José
María Bosch Editor, Barcelona, España. 1997, Pá9.
40)

Del mismo modo exalta nuestro máximo tribunal de
justicia, al respecto:

El derecho a la jurisdicción reconoce a todo individuo
la posibilidad de acceder a los tribunales de justicia a
fin de reclamar o exigir el reconocimiento de un
derecho o interés legítimo.

*
(/)

5
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AD s

Este concepto, va de la mano con la garantía constitucional del debido

concede a toda persona el

ha dicho la Corte I nteramericana de Derechos Humanos, no es exclu

autoridades judiciales, tal como lo manifestó en la Sentencia de 6 de febrero

en el caso Caso lvcher Bronstein Vs. Perú, cuyo extracto copiamos a continuación

"...Si bien el artículo 8 de la Convención Americana

se titula "Garantías Judiciales", su aplicación no se

limita a los recursos judiciales en sentido estricto,

"sino al conjunto de requisitos que deben observarse

en las instancias procesales" a efecto de que las

personas puedan defenderse adecuadamente ante

cualquier acto emanado del Estado que pueda

afectar sus derechos.

103. La Corte ha establecido que, a pesar de que el

citado artículo no especifica garantías mínimas en

materias que conciernen a la determinación de los

derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal

o de cualquier otro carácter, las garantías mínimas

establecidas en el numeral 2 del mismo precepto se

aplican también a esos órdenes y, por ende, en éstos

el individuo tiene derecho al debido proceso en los

términos reconocidos para la materia penal, en

cuanto sea aplicable al procedimiento respectivo.

104. Atendiendo a lo anterior, la Corte estima que

tanto los órganos jurisdiccionales como los de otro

carácter que ejerzan funciones de naturaleza

materialmente jurisdiccional, tienen el deber de

adoptar decisiones justas basadas en el respeto

pleno a las garantías del debido proceso establecidas

en el artículo 8 de la Convención Americana.

105. En este sentido, pese a que el artículo 8.1 de la

Convención alude al derecho de toda persona a ser

oída por un 'Juez o tribunal competente" para la

"determinación de sus derechos", dicho artículo es

igualmente aplicable a las situaciones en que alguna

autoridad pública, no judicia!, dicte resoluciones que

afecten la determinación de tales derechos.

Es por ello que, este Tribunal, en el afán de salvaguardar el derecho que el recurrente

tiene de ser atendido por quien es competente de conocer su causa, procede a emitir un

pronunciamiento respecto del escenario jurídico que nos plantea el dossier bajo

examen, no sin antes dejar constancia que el 8 de septiembre de los corrientes se

'¿

,.,l
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presentó solicitud conjunta de suspensión del proceso por el plazo de u
parte de EMPRESA DE TRANSM|S!ÓN ELÉCTRICA, S.A. y sAFETy s
EQUIPMENT, S.A., concedida mediante Resolución N'048-2022 de 0g

de 2022.

¡DM/tu¿§

) o

'=;-/

Transcurrido el plazo al que hemos hecho referencia, sin que se haya presentado

ninguna otra solicitud, el expediente queda en estado de decidir, por lo que a ello nos

abocamos sin entrar en otras consideraciones.

B. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

Siendo el Tribunal fiscalizador del fiel acatamiento sobre la adopción garantista al

debido proceso, debe escrutar para ello, las actuaciones ejercidas por la

Administración, así como verificar el acatamiento estricto de los principios de la
Contratación Pública, en lo particular, lo preceptuado por el artículo 20 de la Ley 22 de

27 de junio de 2006 aplicable al presente proceso y en virtud de lo normado en el

Decreto 22 de 2020 de la Contraloría General de la República, expuesto así:

Crpltchlv
Princi¡lior óc tr Coot¡¡¡xiór ?úblic¡

Arrrcd§ !0" hi¡¡ei¡tro* rcncqlfil-# la cmnuri&t nrlblil:e, L¡¡ ¡a¡¡*iotu dc quict*r

hucr+vn¡an cn lr canrrucián p{blicr ¡e d*rrmllari¡r eo¡r fr¡¡dfrrÍcrrlo cn lor pdmipio* dc

t¡uuFr¡r¡r*i* rnemrnh, rcrponrobilldad, clic*ia" p$licid¡ü efric¡xia, dcttdo pmrr¡s y

dr igulldad dc la* poporr*cr rh oonformkM cor¡ Ia¡ Íoctul¡dor qut ri3m h fiimióü

¡dmini¡t¡üivr.

Ad.m& ls *r&r a$icablcr lrc xrnlr qr raEükr h ff.úrrlt dc hc ¡tn'ida¡tl

publicos, lu rcglu & i¡r¡crprcu¡ióo de h tor*¡*t*iá¡t" he princip'¡oc ¡eacdcs dcl

DwÉcho, h¡ mralu de! DGÍFcho A&¡rinirntivo y l¡¡ m¡nu¡ qfl m¡terh civil y emcrcid

que no rúr cú.rtruher crta Lcy.

¡,rl §orfirrtffiiffier pdHimr &bccfn aont¡ihrir a l¡ cooáüt¡scllü dc un ¡irtmu de

rcspursrtilldrd ¡ocid y ¡oct$iHlidd. procursads d dmrollo dc pstlti§$ qrr pemitm

h pmtccrtón coms¡iurir y madioembifl*¡l dc Parultá y rs ciuüdnm*

Debe ponderarse que ya hemos delimitado la normativa apl¡cable al procedimiento

de Resolución Administrativa del Contrato, a la cual nos remite el Decreto 22 de

2020, señalando que para este trámite se actuará conforme al Texto Único de la Ley

22 de 2006, es decir que, las notifi han de real¡zarse r med¡o del
portal electrónico "Panamacompra". como lo dispone el artículo 145 citado

previamente y el procedimiento de resolución administrativa del contrato, como

viene descrito en el capítulo XV lex cit, artículos 126, 12By 129, este último cual

citamos a continuación:

Artículo 129. Procedimiento de resolución La

resolución administrativa del contrato se ajustará a lo

*

Vencida esta, las partes acordaron solicitar nuevamente de manera conjunta,

suspensión del proceso, esta vez por el plazo de dos (2) meses, la cual fue concedida

mediante Resolución N'057-2022 de 20 de octubre de 2022. (Ver folios 037 a 063 del

expediente del TACP)
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establecido en el artículo anterior, con sujeción a las

siguientes reglas:

1

2. Si la entidad contratante considera resolver

administrativamente el contrato, se lo cará al

afectado o a su representante, señatándole las

razones de su decisión y concediéndole un término

de cinco días hábiles, para que conteste y, a la vez,

presente las pruebas que considere pertinentes.

ADMI

*

3

t,

Ello nos hace partir de la premisa que, la EMPRESA DE TRANSMISIóN

ELÉCTRICA, S.A., una vez dictó la Nota ETE-GG-1 BO-2O22 de 17 de junio de 2022

de intención de resolución administrativa del contrato, debió proceder con la
notificación según lo dispone la Ley 22 de 2006 aplicable y que, de hecho fue citada

en la misma comunicación indicandose:

"Que de acuerdo con el artículo 139 de la Ley 22 de

2006, que regula la contratación pública, ordenada

por la ley 153 de 2020 (sic), se le concede el término

de cinco (5) días hábiles, para que conteste y a la
vez presente pruebas que considere pertinentes"

(Véase folios 459 y 460 del Exp. Administrativo)

Es decir, la entidad está consciente que, en lo sucesivo tenía que acogerse a la Ley

de contrataciones públicas, en este caso, con las modificaciones al tiempo de inicio

def procedimiento de selección de contratista en junio de 2020, como quedó

plasmado en el memorando ETE-DOM-07O-2020 visible a folio 1 del expediente

administrativo.

Lo que se evidencia del expediente administrativo es que, se realizaron diligencias

de notificaciones personales, que en el caso del contratista SAFETY SERVICES

AND EQUIPMENT, S.A. resultaron infructuosas, tal como se desprende de folios

459 a 463 en los que se observa la nota de intención ETE-GG-18O-2O22de 17 de

junio de 2022, seguido de los correos electrónicos mediante los cuales la entidad

deja constancia que: ". ..Cuando se fue a entregar la correspondencia a la empresa

mencionada en el Asunto en la dirección comunicada por Marukel (oficina 514 de

Balboa Plaza), en la misma no había nadie y el portero del edificio dijo no conocer

sobre esta empresa... ".

Luego, a folios 475 a 476,|a empresa SAFEry SERVICES AND EQUIPMENT S.4.,

deja constancia que la Nota ETE-GG-181-2022 fue enviada a la aseguradora y no
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se les comunicó a ellos, ni por escrito, ni por los medios establecidos

contrataciones públicasr

La contratista en este caso, se vio privada de !a oportunidad procesal de
pruebas y sustentar las razones del incumplimiento en el que ha incurrido, toda vez
que, se ejercieron mecanismos de notificación ajenos al tipo de procedimiento que

debe aplicarse a la resolución administrativa del contrato por parte de ETESA.

Cuestión que no deja de llamar la atención, puesto que, a continuación, la entidad

contratante, al proferir la Resolución N'ETE-GG-05-2022 de 14 de julio de 2022,

cita, como fundamento de derecho, el Texto Único de la Ley 22 de 27 de junio de

2006, que regula la contratación pública, ordenado por la Ley 61 de 2017. De

hecho, sustenta el incumplimiento conforme lo establece el artículo 126 del Texto

Único de la Ley 22 de 2006 y en el hecho Tercero expresa:

TERCERO: NOTIFICAR la presente Resolución en el Portal

Electrónico de Contrataciones Públicas "PanamaCompra",

por eltérmino de (2) días hábiles.

Con lo anterior, encontramos una flagrante violación al procedimiento legalmente

establecido para este trámite, con lo cual se transgreden las normas del

procedimiento de resolución administrativa del contrato que hemos citado

previamente, así como el principio de publicidad contenido en la Ley 22 de 2006 en el

artículo 25, cual obliga a todas las autoridades reguladas por esta Ley a divulgar toda

la información relacionada con los procedimiento de selección de contratista que

realicen y los contratos.

Se transgrede el Principio del debido proceso, de corte constitucional y que la Ley de

contrataciones públicas vigente para el presente acto contempla en su artículo 27 al

tenor siguiente:

Artkulo ¡?. pnrcio¡o ád*¡do npgo. Todrt lÚ PÉtslE ti¿ncn dcttdto r q* * hr

beifidcn b $red¡6 cx¡ci¡h¡ tcndiqrtc¡ ¡ §c§t¡fü {n lg¡uhdo jurro y cqrriUriro cn üor

pmccdinricnrot dc rclx¡iÓn dc coamiar ,L .f| hr danúc crpor dc la coora*ión

pr¡blicl ¡ ¡er a{d¡¡ y luocr r¡¡hr ¡¡n dc¡tcho* ¡ntl l¡ cr¡tir&d ooourdürll. lt D¡tücciór

§ÉsÉrúl ds Contrut¡cioffi P{¡blic¡s } ol Trlbr¡nd Ádminir¡¡uiuo ú¡ Oont¡sl*Éion *

Publie.

Lo¡ Fgctmctrcs po¡r [¡ rplic*iún dc a$c primipio oon loo rlSulnxcr:

l. 1¿¡6 scfvidoruc piüllcoc ob*rvrán bo rcgl¡¡ dcl deüido procm cn todr¡ lrs.üPG

&l procedimica¡o dc l¡ cor¡rralrión púHic¡ f d¡¡nmc h dccrriih dcl s¡¡rro
l¡a¡ta su liquldmión.

7. Loilcfvidoúeg ptlHicor c$in obligrdoú a odmitir hc rcch¡m¡ y concc& lo*

nsur:o¡ de cdrfonnided crra todispr*ro en cua lcy'

3. toe srido¡ts prlbliatr crfu obligdoc t eonrtÉt!' rn tfixnpo oponuro lor lxlunoc

¡ hc rtcuroc d* rc¡¡ado co* lo qrr cstabl*e erra Lcy'

Se transgrede también, el artículo 145 lex cit, en el que se establece la forma de

notificación de las resoluc¡ones, actos administrativos y comun¡caciones que emitan las

1 La Nota ETE-GG-1Bl-2022, corresponde a la orden de compra N'41545.



ohr,¡N/§¡

EXPEDIENTE NO 168.2022
RESOLUCIÓN N'01-2023/TACP de 03 de enero de2023. (Decisión).

entidades, al cual nos hemos refer¡do prev¡amente en esta

considera el colegio tribunalicio que le as¡ste la razón al apelante en

aspectos de forma que han sido violados en el trámite de la

administrativa y que impiden analizar el fondo en cuanto a si corresponde, co aro
revocar la decisión. Por el contrario, se cumplen los presupuestos para afirmar que se

han cometido infracciones al ordenamiento jurídico y que propician la nulidad absoluta

dentro del proceso administrativo que nos ocupa, en virtud de lo establecido en el

artículo 155 de la Ley 22 de 2006, que indica:

Artículo l5§. Causaks de nulidad absolua Son causales de nulidad ahsoluta los actos quc

la Cnnsritución Politica o la ley señalen. aquellos cuyo contenido sea impsiblc o

constitutivo de delitos, los celebrados por daisión de autoridd que carezca de

competcncia pan adjudicar el acto publico o los qut se hayan celebrado con prescindencia

absoluta del procedimiento legolmente establecido. Las causalCI de nulidad pdnin

plantenrsc en cualquier momcnto y por cualquier pcr§ona.

En ese sentido, se decretará la nulidad de la nota de intención N"ETE-GG-180-2022 de

17 de junio de 2022 visible de folios 459 a 460 del expediente administrativo y la

Resolución N'ETE-GG-05-2022 de 14 de julio de 2022 consultable de fojas 493 a 494.

Por lo que la entidad deberá garantizar en todo instante el cumplimiento de todas las

garantías procesales.

La garantía menoscabada se basa fundamentalmente en que, si la norma apunta a la

notificación de la intencionalidad de resolución administrativa de la orden de compra,

para que la contratista manifieste su defensa, lo que se traduce a que, la entidad no

podía proferir la resolución No. ETE-GG-05-2022 de 14 de julio de 2022, que decidiÓ

resolver administrativamente la Orden de Compra No. 41544, hasta tanto no se llevara a

cabo la notificación correspondiente y en la forma pertinente.

El derecho de respetar los términos y trámites, específicamente lo que encierra el

proceso debido en cada momento en la toma de decisiones, cualquiera que sea el

escenario, debemos ajustarnos y girar nuestras miradas hacia el control de

convencionalidad y en ese sentido, instrumentando el debido proceso, por ser la

República de Panamá parte de la serie de instrumentos internacionales de Derechos

Humanos. Como referimos anteriormente, cuando el artículo 8 de la Convención

Americana de Derechos Humanos refiere a las "Garantías Judiciales", no significa que

no puede ser aplicada a las autoridades administrativas, por el contrario, su alcance

recorre a todo operador de justicia en cualquiera de sus instancias o momentos

procesales, y sobre ese aspecto la Corte Americana de Derechos Humanos se ha

dirigido, en donde podemos citar la Sentencia de 19 de septiembre de 2006, caso

Claude Reyes y otros vs Chile, veamos, entre otras.

Párr.147; Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Cosfas.

sentencia de 19 de septiembre de 2006. ser'e c No. 1516, párr. 116.71. De

conformidad con la separación de /os poderes públicos que existe en el Estado

v
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de Derecho, si bien la función jurisdiccional compete eminentemente al

Judicial, otros órganos o autoridades públicas pueden ejercer funciones

mismo tipo. Es decir, que cuando la Convención se refiere al derecho de

persona a ser oída por un'Juez o tribunal competente" para la "determinación de

sus derechos", esta expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea

administrativa. leqislativa o iudicial. que a través de sus resoluciones determine

derechos v obliqaciones de las personas. Por la razón mencionada, esta Corte

considera que cualquier órqano del Estado que eierza funciones de carácter

materialmente iurisdiccional. tiene la obliqación de adoptar resoluciones

apeaadas a las oarantías del debido proceso legal en los términos del artículo B

de la Convención Americana. En el mismo sentido: Caso Baena Ricardo y otros

vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y cosfas. sentencia de 2 de febrero de 2001.

Serie C No. 727, párr. 124; Caso lvcher Bronstein Vs. Perú. Fondo,

Reparaciones y Cosfas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr.

104; condición Jurídica y Derechos de /os Migrantes lndocumentados. opinión

Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 126;

caso Palamara lribarne vs. chile. Fondo, Reparaciones y cosfas. sentencia de

22 de noviembre de 2005. Serie C No. 1358, párr. 164; Caso López Átvarez Vs.

Honduras. Fondo, Reparaciones y Cosfas. Sentencia de 1 de febrero de 2006.

Serie C No. 141, párr. 1489; Caso Claude Reyes y otros Vs. Chite. Fondo,

Reparaciones y Costas (El subrayado es nuesfro).

Caso Ruano Torres y otros vs El Salvador, Sentencia de 5 de octubre de 2015.

Corte lDH. Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y
Cosfas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Sede C No. 30319 151. La Corte

ha señalado que el derecho al debido proceso se refiere al conjunto de

requrslfos que deben observarse en las instancias procesales a efectos de que

las personas esfén en condiciones de defender adecuadamenfe sus derechos

ante cualquier acto del Estado, adoptado por cualquier autoridad pública, sea

administrativa, legislativa o judicial, que pueda afectarlos. El debido se

encuentra. a su vez. íntimamente liqado con la noción de iusticia. que se refleia

en: i) un acceso a la iusticia no sólo sino que reconozca v resuelva los

factores de desiqualdad real de los iusticiables, iil el desarrollo de un iuicio

iusto. v iiil la resolución de las controversias de forma tal que la decisión

adoptada se acerque al mavor nivel de corrección del derecho, es decir que se

aseoure, en la mavor medida posible. su solución iusta. 152. En términos

convencionales e/ debido proceso se traduce centralmente en las "garantías

judiciales" reconocidas en el artículo I de la Convención Americana. La referida

disposición convencional contempla un sistema de qarantías que condicionan el

eiercicio del ius puniendi del Estado v que buscan asequrar que el inculpado o

imputado no sea sometido a decisiones arbitrarias, toda vez que se deben

observar "las debidas qarantías" que aseeuren. seqún el procedimiento de que

se trate. el derecho al debido proceso. Asimismo, ofras disposiciones de dicho

instrumento internacional, tal como los artículos 7 y 25 de la Convención,

contienen regulaciones que se corresponden materialmente con /os

componentes susfanfivos y procesales del debido proceso. En el Caso Cantoral

Huamaní y García Santa Cruz Vs. Perú, que se refería a las ejecuciones

extrajudiciales de líderes sindicales, la Corte lnteramericana sostuvo que las

exigencias del artículo 8 de la Convención "se extienden también a los órganos

no judiciales a /os que corresponda la investigación previa al proceso judicial

[..]". Por lo tanto, desde el inicio de las primeras diligencias de un proceso
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deben concurrir las máximas garantías procesa/es para salvaguardar

derecho del imputado a la defensa. Asimismo, deben concurrir los

necesarios para que exista el mayor equilibrio entre las partes, para la

defensa de sus rnfereses y derechos, lo cual implica, entre otras cosas, que rija

el principio de contradictorio. En el mismo sentido: Caso Palamara lribarne Vs.

Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Senfencra de 22 de noviembre de 2005.

Serie C No. 135, párr. 178; Caso Chaparro Átvarez y Lapo íñiguez. Vs.

Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Cosfas. Sentencia

de 21 de noviembre de 2a07. Serle C No. 17020, párr. 152; Caso Vélez Loor

Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Cosfas.

Sentencia de 23 de noviembre de 2010 Serie C No. 218, párr. 144; Caso

Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo,

Reparaciones y Cosfas. Sentencia de 1 de septiembre de 2016. Serie C No.

31621, párr. 174. 1.2 lnterpretación Corte lDH. Caso Blake Vs. Guatemala.

Fondo (el subrayado es nuestro).

Corte lDH. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar,

Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No.

220.

Este Tribunal ha establecido en su iurisprudencia que es consciente de que las

autoridades internas están suietas al imperio de la lev v, por ello. están obliqadas

a aplicar las disposiciones viqentes en el ordenamiento iurídico. Pero cuando un

Estado es Parte de un tratado como la Convención Americana,

todos sus órqanos. lnclurdos sus tAmbién están sometidos a aqué|, lo

cual les oblioa a velar por aue los efectos de las disposiciones de la Convención

no se vean mermados por la aplicación de normas contrarias a su obieto v fin.

Los iueces v órqanos vinculados a la administración de iusticia en todos los

niveles están en la oblieación de eiercer ex officio un "control de

convencionalidad" entre las normas internas v la Convención Americana,

evidentemente en el marco de sus respectivas competencias v de las

requlaciones procesales correspondientes. En esta tarea, los lueces y órganos

vinculados a la administración de justicia deben tener en cuenta no solamente el

tratado, sino también la interpretación que del mismo ha hecho la Corte

lnteramericana, intérprete última de la Convención Americana. En el mismo

sentido: Caso Liakat Ali Alibux Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo,

Reparaciones y Cosfas. Sentencia de 30 de enero de 2014, párr. 151;Caso de

personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana.

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Cosfas. Sentencia de 28 de

agosto de 2014, párr.311 (el subrayado es nuesfro).

Sobre la importanc¡a de la aplicabilidad de la norma internacional por el juez interno se

ha manifestado que es este hecho el que debe hacer efectivo el control convencional,

así Io ha destacado Víctor Bazán y Claudio Nash en la obra Justicia Constitucional y

Derechos Fundamentales, El Control de Convencionalidad, al manifestar que:

"... el control de convencionalidad a cargo de /os magistrados nacionales (y demás

autoridades públicas), que consisfe en verificar la adecuación de las normas internas

que aplican en casos concretos a la Convención Americana sobre Derechos

Humanos (en lo sucesivo, CADH) y a los estándares interpretativos forjados por la

Corte lnteramericana de Derechos Humanos (en adelante, Corte IDH)"

'I
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Por otro lado, en la referida obra se deja señalado que, "La creciente

de la intersección del derecho nacional y el derecho internacional de los

humanos exige una articulación de tal binomio de fuentes mediante

retroalimentación y complementación en aras del afianzamiento real y no

declamado del sistema de derechos y garantías.

En tal escenario subyace la circunstancia que marca que la medular cuestión de /os

derechos humanos es una incumbencia concurrente o compartida entre las

jurisdicciones esfafa/es e internacional; esto es gue hace mucho tiempo ha dejado

de ser una problemática exclusiva de /os Esfados.

Ciertamente. no se nos escapa que la jurisdicción interamericana ostenta una

naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de aquellas de /os

ordenamientos nacionales (cf. Preámbulo de la CADH, párrafo 2.") y que la pauta

de agotamiento de los recursos internos, vinculada al carácter subsidiario de la

dimensión interamericana, está pensada para acordar al Estado la posibilidad de

remediar internamente sus conflicfos srn necesidad de verse enfrentando un proceso

internacional.

Es que, justamente, el desiderátum indica que los Esfados deben constituirse en el

primer ámbito de tutela cabal de tales derechos, ...

Frente a este escenario, como autoridades garantes de los derechos reconocidos en

nuestra Carta Fundamental y en los instrumentos internacionales de Derechos

Humanos, nos resta indicar que la aplicación del debido proceso no es un acto

meramente potestativo, sino obligatorio, a fin de, por una parte, evitar indefensión y

por la otra, respetar los lineamientos legales, constituc¡onales y convencionales

ideados precisamente para mantener un orden jurídico al momento de tomar una

decisión.

Este Tribunal no puede dejar de soslayar que el procedimiento para la resoluciÓn

administrativa del contrato debe iniciarse, con un documento de formulación de

cargos, que debe ser not¡f¡cado al contrat¡sta, en donde se le dé la oportunidad de

exponer las razones de su incumplimiento y que aporte las pruebas eximentes de

culpabilidad, en caso de que existan; así lo reconoce el artículo 129 de la ley vigente

en el tiempo (Ley No. 22 de 2006, ordenada por la Ley No. 61 de 2017), el cual es

congruente con la garantía judicial expresada por el artículo 8 de la Convención

Americana de los Derechos Humanos citada.

Al examinar el proced¡miento de resoluc¡ón administrativa realizado por ETESA,

confrontado a la luz de la norma antes citada, se colige que se pretermit¡ó una etapa

en el procedimiento, toda vez que en el registro recabado en el expediente

administrativo no existe constancia alguna que a la empresa SAFETY SERVICES

AND EQUIPMENT, S.A., se le hayan notificado y formulado cargos al inicio del

proced¡miento de resolución administrativa de la Orden de Compra No. 41544.

Por las razones anteriormente expuestas y valoradas, elTribunal Administrativo de

Contrataciones Públicas en uso de sus facultades legales y reglamentarias;
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RESUELVE:

PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de la Resolución N"ETE-GG-05-2O22 de 14 de

julio de 2022 por med¡o de Ia cual se Resolvió Administrativamente la orden de

compra 41544 y se inhabilitó por el término de un año a la empresa SAFETY

SERVICES AND EQU¡PMENT, S.A., según lo expuesto en la parte motiva de la

presente resolución.

SEGUNDO: RETROTRAER el procedimiento de Resolución administrativa del

Contrato hasta antes de la emisión de la Nota de lntención, la cual una vez proferida

nuevamente, deberá ser notificada en el portal electrónico de "PanamaCompras" al

tenorde lo dispuesto en el artículo 129 numeral2, concatenado con el 145 de la Ley

22 de 2006 aplicable.

TERCERO: DEVOLVER A IA EMPRESA DE TRANSMISIÓN ELÉCTRICA, S,A. EI

Expediente Administrativo conformado por 494 fojas útiles.

CUARTO: NOTIFICAR a las partes, la presente Resolución para los efectos legales

pertinentes, a través del sistema electrónico "PanamaCompra", notificaciÓn que se

entenderá surtida transcurridos dos (2) días hábiles posteriores a su publicación en

el portal.

QUINTO: ADVERTIR a las partes, que esta resolución agota la vía gubernativa y

contra la misma no se admitirá recurso alguno, salvo la acción que corresponda

ante la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de

Justicia.

SEXTO: DISPONER la salida y archivo del Expediente N'168-2O22|TACP, previa

anotación en el registro respectivo.

FUNDAMENTO DE DEREGHO: Constitución Política de 1972, reformada por los Actos

Reformatorios de 1978 y por el Acto Constitucional de 1983, y con las reformas

introducidas por Ios Actos Legislativos 1 de 1993 y 2 de 1994 de Panamá, lnstrumentos

lnternacionales de Derechos Humanos, Ley 15 de 28 de octubre de 1977, Texto Único

de la Ley N"22 del 27 de junio de 2006 ordenada por la Ley No. 61 de 2017. Decreto

Ejecutivo No.40 de 10 de abril de 2018, artículos 171 al 174 y s.s. de la Ley 38 de 31

julio de 2000. Ley No. 110 de 12de noviembre de 2019, Decreto Número 22-2020-

DNMySC de 19 de marzo de 2020.

NOTIFíQUESE Y CÚIU PLASE,

CHEN

Magistrado

ARANDA RíOS
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Secretario General
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Magistrado

LUIS

IAC

*\


